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  Foja 10
Exp. 541/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA



	EXP. 541/2018

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: **********Y ********** POLICIAS VIALES DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI, QUIENES APLICARON LAS BOLETAS DE INFRACCION CON FOLIOS **********Y **********

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.



	


San Luis Potosí, S. L. P., a diecinueve de julio de dos mil dieciocho. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 541/2018, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal, el dieciséis de abril de dos mil dieciocho, el C. **********, promovió juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas a **********y**********Policías Viales del Municipio de San Luis Potosí, quienes aplicaron las infracciones con folios********** y**********señalando como acto impugnado el siguiente.

“ … Reclama la emisión y aplicación en mi perjuicio de las boletas de multa e infracción en el contenida folios **********, en perjuicio de quien suscribe y las consecuencias que este acto género, que fue el fincamiento de un crédito fiscal…”
II.- En auto de fecha catorce de junio de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contestaran lo que a su derecho conviniera. 

III.- Por auto de veintiocho de junio del dos mil dieciocho se tuvo a las autoridades demandadas por contestada la demanda, mediante escrito presentado el veintisiete de junio de dos mil dieciocho.
IV.- Así mismo, se tuvo a la parte actora por admitidas como pruebas copia simple de las boletas de infracción impugnadas con folios copia simple de las boletas de multa con folios**********; originales de los recibo de enteros con número de folios **********todos expedidos en fecha 11 de junio de 2018, por la Dirección General de Ingresos de la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; la**********presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones; y a las autoridades demandadas copia certificada de sus nombramientos, por haciendo suyas las boletas de infracción exhibidas por el actor, así como la presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones; y se fijaron las nueve horas del trece de julio de dos mil dieciocho para el desahogo de la audiencia de ley.
V.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la autorizada de la parte actora, y se hizo constar la inasistencia de las autoridades demandadas. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, y contestación, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en período de alegatos, el Secretario da cuenta con un escrito, presentado por la autorizada de la parte actora mediante el cual formulo alegatos, y certifico que por parte de las autoridades demandadas no se formularon alegatos; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos al Magistrado para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, 37 fracciones I, VI y VII, 52 y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2 párrafo segundo,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió a su demanda copia simple de las boletas de infracción impugnadas con folios ********** mismas que obran en fojas 09, 11, 13, 15, 17 y 19 de este expediente, a las cuales se les concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Al respecto, es oportuno precisar, que si bien dichas documentales fueron presentadas en copia simple, a juicio de la Sala tienen plena eficacia probatoria por haber sido presentada por la Parte Actora, y consentidas por las Autoridades Demandadas al no ser objetadas en cuanto su autenticidad de contenido, sino al contrario la hicieron suyas y ofrecieron en su contestación de demanda así como que no hay indicio de la falsedad de dichos documentos, por lo que se considera que merecen pleno valor probatorio.
Sirve de apoyo, la Tesis Aislada emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa, que establece: 
“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES RECONOCIDAS IMPLÍCITAMENTE POR LA AUTORIDAD DEMANDADA EN SU CONTESTACIÓN, VALOR PROBATORIO DE LAS. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en materia fiscal, el valor probatorio de las copias fotostáticas simples queda al prudente arbitrio del juzgador; por tanto, si se aprecia que no existe indicio alguno de la falsedad de las copias fotostáticas de las documentales que se acompañaron a la demanda de nulidad, y de las constancias que obran en autos se llega a la convicción de su autenticidad, y además, no solamente no son objetadas por la autoridad demandada, sino que incluso son reconocidas implícitamente por ésta al producir su contestación, al ofrecerlas sin exhibirlas, por obrar en autos, es inconcuso que sí debe concedérseles valor probatorio en términos de lo establecido por los dispositivos 129 y 202 del ordenamiento en cita. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.” 
Si bien es cierto el estudio expuesto con antelación se ilustra por una Tesis Aislada, que por no constituir Jurisprudencia, y por tanto no resulta obligatoria a este Tribunal, en términos de los artículos 216 y 217 de la Ley de Amparo Vigente; no menos cierto es, que la propia Jurisprudencia ha reconocido a los tribunales de menor jerarquía a los que emiten el criterio, la posibilidad de que puedan tomar en consideración los criterios contenidos en tesis aisladas para ajustar el fallo que emitan, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, por tanto, si  como es el caso, de acuerdo con las citadas normas que jerarquizan la obligatoriedad de la Jurisprudencia, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es un tribunal de menor jerarquía respecto de los Tribunales Colegiados de Circuito, luego entonces le es dable a ésta Sala tomar en consideración el criterio contenido en las transcrita Tesis Aislada para ajustar su fallo, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, según se desprende de la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

“TESIS AISLADAS, VALIDEZ DE LAS, CUANDO SON INVOCADAS POR TRIBUNALES DE INFERIOR JERARQUÍA DE AQUELLOS QUE LAS EMITEN PARA JUSTIFICAR SU FALLO.- El hecho de que en una resolución se invoque una tesis que no constituye jurisprudencia en los términos del artículo 192 de la Ley de Amparo y por lo mismo no sea obligatoria, ello no impide que los tribunales de inferior categoría de aquellos que sustentan el criterio, puedan tomarlo en consideración para ajustar su fallo, al hacer el estudio jurídico de la cuestión planteada y acatarlo si es aplicable al caso de que se trate.- SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
TERCERO.- La parte actora demostró su interés jurídico en este juicio de conformidad con lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues en dichas boletas aparece como destinatario de las mismas la parte actora, de ahí que es innegable que cuenta con el derecho para instar a juicio.

Por otra parte las autoridades demandadas acreditaron su personalidad con las copias certificadas de nombramiento expedido a su favor, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo, los cuales obran agregados en las fojas 34 a la 37 de autos y merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 74 del citado código.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

De igual forma, se advierte que los C.C. **********y**********, quienes comparecieron en su carácter de Elementos activos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda hicieron valer las causales de improcedencia previstas por la fracciones VI y  XI del artículo 228 del código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 231 párrafo segundo y 239 fracción I, del mismo ordenamiento, ello en virtud de que en ningún momento se violentaron las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales, ya que en la citada boleta de multa se establecieron las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en que circulaba el vehículo; sin embargo a juicio de esta Sala los argumentos en que la autoridad sustenta la causal de improcedencia que hace valer corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.
En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 02 a la 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.-  A juicio del Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le asiste la razón al actor, al señalar en su tercer concepto de impugnación, que el acto impugnado carece de firma autógrafa de quien lo expide, lo que impide que el acto tenga validez, pues no es posible tener la certeza o la seguridad de que el acto proviene de una Autoridad, en contravención al principio de seguridad Jurídica previsto en los artículos 14 y  16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De lo anterior, lo primero que es dable a ésta Sala concluir, es que efectivamente, las boletas de infracción con folios **********, no cuentan con una firma autógrafa, por lo que no existe litis al respecto; sino que la litis se centra en el argumento de la Parte Actora en el sentido de que el acto administrativo impugnado requiere de firma autógrafa, y por su parte la Autoridad Demandada sostiene que el acto si cumple con los requisitos de fundamentación y motivación  requeridos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.**********
Al respecto debe decirse, que de la simple lectura del acto impugnado, se advierte que la Autoridad Demandada no fundó ni motivó el empleo de una firma electrónica en términos de la Ley Para la Regulación de la Firma Electrónica Avanzada del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, a juicio de esta Segunda Sala Unitaria lo planteado por la Parte Actora resulta esencialmente fundado, pues de acuerdo con las disposiciones legales aplicables el acto impugnado debe contener firma autógrafa de la Autoridad que lo emite, según se explica a continuación.
Ha sido criterio reiterado de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, entre ellos el Pleno y la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que para el cumplimiento de las exigencias de fundamentación y motivación del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los actos de Autoridad deben contener firma autógrafa del funcionario que los emite, pues se trata del signo gráfico que le da certeza y/o eficacia los actos de Autoridad; a continuación se transcriben tres Tesis de Jurisprudencia y una Tesis Aislada que establecen el criterio relatado:
“FIRMA AUTÓGRAFA. TRATÁNDOSE DE ACTOS O RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS LA ANULACIÓN POR CARECER DE AQUÉLLA PUEDE SER CON O SIN DETERMINACIÓN DE EFECTOS.- Para que un acto o resolución administrativa cumpla con las exigencias establecidas en el artículo 16 constitucional debe contener firma autógrafa del funcionario emisor, por ser este signo gráfico el que otorga certeza y eficacia a los actos de autoridad ya que constituye la única forma en que puede asegurarse al particular que la autoridad emisora acepta su contenido. En tales términos, si bien la falta de firma autógrafa en una resolución administrativa constituye un vicio formal y, por tanto, una violación que encuadra en la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, cuyos efectos, en principio, deben determinarse conforme a la primera parte del último párrafo del artículo 239 del mismo ordenamiento, ello no sucede en todos los casos, pues tal precepto no debe ser interpretado en forma literal para concluir que la nulidad que se declare de una resolución administrativa por el motivo indicado, indefectiblemente debe ser para el efecto de que la resolución en cuestión se deje sin valor y se emita otra con firma autógrafa, pues de la segunda parte del mismo párrafo se desprende que en ciertos supuestos el órgano jurisdiccional puede valorar las circunstancias particulares del caso, además de que no siempre puede obligarse a la autoridad a que emita un nuevo acto que sustituya al que fue declarado nulo, pues si la propia autoridad encuentra que el acto reclamado no podría apoyarse en irreprochables motivos y fundamentos legales, estará en aptitud de no insistir en el mismo o en imposibilidad para hacerlo, aunado a que un Tribunal administrativo no puede indicar a una autoridad cómo debe proceder en el ejercicio de una atribución que le es propia y donde, incluso, interviene su discrecionalidad. Lo anterior sin perjuicio de que si al contestar la demanda la autoridad niega la existencia del acto que ostenta firma facsimilar y el actor no demuestra que sea cierto, tal negativa debe prevalecer sobre la presunción de existencia derivada de dicha firma facsimilar; hipótesis en la cual debe declararse el sobreseimiento en el juicio de nulidad, lo que tampoco impide a la autoridad el ejercicio de sus atribuciones, por ese motivo.- Contradicción de tesis 19/2004-PL.” 

“FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES.- Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad. Contradicción de tesis. Varios 16/90.” 

FIRMA. COBROS FISCALES.- Para que un cobro fiscal pueda llamarse mandamiento escrito de autoridad competente, debe constar precisamente en un oficio o escrito firmado por la autoridad competente, o sea, legalmente facultada, para fincar dicho crédito. Y quien tiene diversas facultades para notificar resoluciones fiscales, o para iniciar su cobro en la vía economicocoactiva, no por ello pasa a tener facultades para fincar créditos, mediante la sola notificación de los mismos o mediante el requerimiento de su pago. O sea que para notificar la resolución que fincó un crédito, es menester que el notificador dé a conocer al afectado esa resolución escrita, en forma auténtica, ya con la firma original o ya mediante copia certificada del documento firmado. Y para poder proceder al cobro de un crédito en la vía de ejecución, es menester que se acompañe como título de la ejecución la resolución notificada y firmada que fincó al crédito, o copia auténtica de la misma, y que no haya sido oportunamente pagada, ni combatida en forma que suspenda el procedimiento ejecutivo: de lo contrario, se habrán violado las garantías constitucionales de los artículos 14 y 16, que establecen que nadie puede ser molestado en sus propiedades y posesiones sin mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive adecuadamente la causa del procedimiento.- Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.” 

 “BOLETAS POR LAS QUE LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA PREVENTIVA DEL DISTRITO FEDERAL IMPONEN SANCIONES EN MATERIA DE TRÁNSITO. SI NO CONTIENEN LA FIRMA AUTÓGRAFA DE ÉSTOS, CARECEN DE VALIDEZ (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 17 DE FEBRERO DE 2010).- La jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación ha sido sistemática en establecer que únicamente la firma autógrafa imprime la expresión de la voluntad a toda promoción de un particular o acto de autoridad, al constituir la base o elemento de certeza para tener por cierta la manifestación de voluntad del emisor del documento; en este sentido, de los artículos 4o., fracción I y 38, fracción III, del Reglamento de Tránsito Metropolitano, este último vigente hasta el 17 de febrero de 2010, se advierte que es un requisito expreso que las boletas por las que los elementos de la Policía Preventiva del Distrito Federal imponen sanciones en materia de tránsito, cuenten con la firma de éstos. Consecuentemente, si las indicadas boletas no contienen la firma autógrafa (de puño y letra) del agente que imponga la sanción, carecen de validez, al no permitir constatar la certeza de la información que en dicho formato digitalizado aparece, aun cuando tengan una rúbrica digitalizada, pues no obstante que el uso de la tecnología y los avances científicos permiten que las autoridades cuenten con mejores mecanismos para hacer cumplir los ordenamientos legales, ello no implica desatender la señalada obligación. Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.” 
Esta segunda Sala Unitaria no es omisa en precisar, que si bien es cierto el último de los criterio citados, está contenido en una Tesis Aislada, que por no constituir Jurisprudencia, y por tanto no resulta obligatoria a este Tribunal, en términos de los artículos 216 y 217 de la Ley de Amparo Vigente; no menos cierto es, que la propia Jurisprudencia ha reconocido a los tribunales de menor jerarquía a los que emiten el criterio, la posibilidad de que puedan tomar en consideración los criterios contenidos en tesis aisladas para ajustar el fallo que emitan, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, por tanto, si  como es el caso, de acuerdo con las citadas normas que jerarquizan la obligatoriedad de la Jurisprudencia, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es un tribunal de menor jerarquía respecto de los Tribunales Colegiados de Circuito, luego entonces le es dable a ésta Sala tomar en consideración el criterio contenido en las transcrita Tesis Aislada para ajustar su fallo, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, según se desprende de la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:
“TESIS AISLADAS, VALIDEZ DE LAS, CUANDO SON INVOCADAS POR TRIBUNALES DE INFERIOR JERARQUÍA DE AQUELLOS QUE LAS EMITEN PARA JUSTIFICAR SU FALLO.- El hecho de que en una resolución se invoque una tesis que no constituye jurisprudencia en los términos del artículo 192 de la Ley de Amparo y por lo mismo no sea obligatoria, ello no impide que los tribunales de inferior categoría de aquellos que sustentan el criterio, puedan tomarlo en consideración para ajustar su fallo, al hacer el estudio jurídico de la cuestión planteada y acatarlo si es aplicable al caso de que se trate.- SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.” 

Por su parte. el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado, establece que las infracciones a la Ley serán sancionadas en términos de los Reglamentos Municipales, con la limitante de que las boletas de infracción deben contener los requisitos de fundamentación y motivación que establece dicho precepto, mismo que se transcribe a continuación:
“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales.

Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

(REFORMADA, P.O. 19 DE DICIEMBRE DE 2013)

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables;

III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y clase de licencia para manejar;

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga;

VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción;

VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción;

IX. El documento que retiene;

X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y

XI. En el supuesto de que el vehículo sea retenido, deberán asentarse las razones que motiven la retención, debiendo exponerse la debida fundamentación legal.

Cuando se trate de varias faltas cometidas en diversos hechos por un infractor, el elemento o agente las asentará en diferentes boletas, una por cada infracción.

Si el infractor se niega a firmar o a recibir la boleta de infracción levantada, o se encuentra ausente, se asentará esta circunstancia y se considerará como notificada, sin que esto invalide la boleta de infracción y sanción.”

En relación a lo anterior, se debe decir que el citado y transcrito artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado, encuentra su reflejo en el artículo 171 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, en donde se establecen los requisitos de fundamentación y motivación que debe tener las boletas de infracción, mismo que se transcribe a continuación:
“Artículo 171. Las boletas de infracción y sanción impuestas por el Agente de Tránsito deberán contener los siguientes datos:

I. Autoridad que la expide;

II. Datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito de la Dirección de Policía Vial, a saber:

a) Nombre;

b) Cargo;

c) Autoridad que la expidió;

d) Vigencia;

III. Nombre y domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y categoría de su licencia para manejar;

VI. Naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido;

VII. Fundamento legal de la infracción cometida;

VIII. Fundamento legal de la sanción y el importe correspondiente;

IX. Letras y números de la placa recogida, en el caso de no encontrarse el conductor, y el folio de infracción será colocado en el parabrisas del vehículo en mención;

X. Descripción del documento recogido, y

XI. Nombre y firma de quien levante la infracción, así como la firma del infractor, a menos que éste se niegue a hacerlo.

Del contenido de los artículos 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado, y 171 fracción XI del Reglamento de Tránsito del Municipio, se obtiene que uno de los requisitos de la boleta de infracción, lo es el contar con firma de quien levanta la infracción, disposición que es correlativa a la obligación de fundar y motivar el acto de Autoridad prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en particular el acto de Autoridad consistente en levantar –emitir- la boleta de infracción en perjuicio del particular.
En ese orden de ideas, en una interpretación conforme de las disposiciones citadas artículos 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado y 171 fracción XI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, en relación al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que ha sido interpretado en el sentido de que para el cumplimiento de las exigencias de fundamentación y motivación, los actos de Autoridad deben contener firma autógrafa del funcionario que los emite, pues se trata del signo gráfico que le da certeza y/o eficacia los actos de Autoridad; se obtiene que el requisito de firma exigido por los artículos 91 de la Ley de Tránsito del Estado y 171 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, debe interpretarse en el sentido de que la firma debe ser una firma autógrafa.
En ese orden de ideas, si de acuerdo con una interpretación conforme de los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado, y 171 fracción XI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, la boleta de infracción requiere para su validez, certeza y eficacia la firma autógrafa de quien levanta la boleta.
Luego, sí en el caso que nos ocupa, la Parte Actora afirma que el acto impugnado carece de firma autógrafa, y esto no es controvertido por la Autoridad Demandada, por tanto no hay litis, al respecto, y se tiene por cierto que el acto impugnado carece de firma autógrafa; luego entonces, la asiste la razón a la Parte Actora, en el argumento de que las boletas de infracción de folios **********son ilegales porque carecen de firma autógrafa.
No pasa desapercibido para la Sala, que el artículo 172 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, establece como requisito de la boleta de infracción de multa electrónica, la firma electrónica del agente que se encuentra signado y facultado para expedir la sanción; Sin que en dicho ordenamiento se defina que debe entenderse por firma electrónica, ni se definan las características, generación, requisitos, expedición de certificado, autoridad certificadora, herramientas, métodos, y demás regulación pertinente, para equiparar dicha firma electrónica a la firma autógrafa de ser el caso; de modo que se satisfaga el requisito de fundamentación y motivación exigido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a los artículos 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado, y 171 fracción XI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.
De igual modo la sala no es omisa en precisar, que si bien es cierto con fecha 16 de octubre de 2012 dos mil doce, se publicó en el Periódico Oficial del Estado la Ley Para la Regulación de la Firma Electrónica Avanzada del Estado de San Luis Potosí, misma que entró en vigor 180 ciento ochenta días después de su publicación, el día 21 de abril de 2013 dos mil trece; sin embargo dicha legislación no resulta aplicable al caso concreto atentos a las siguientes consideraciones:
a)
A juicio de la Sala, se actualiza la hipótesis de excepción de aplicación prevista en el artículo 5º de la Ley, pues se estima que en el caso concreto, atentos a lo expuesto en el cuerpo de éste punto considerativo, tanto el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como el artículo 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado, y el artículo 171 fracción XI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, exigen como requisito de la boleta de infracción la firma autógrafa;
b)
Aunado a lo anterior, la Ley no resulta aplicable al caso concreto, en razón de que de la integridad del ordenamiento, y en especial de los artículos 1º, 4º fracción IX, 7º, 10, 20, 22, 23, 24, 25, y 26, se obtiene que la implementación de la firma electrónica avanzada y/o firma digitalizada, es únicamente para trámites y servicios públicos, no para imposición de sanciones; interpretación que corresponde al principio de legalidad concretado en que la Autoridad únicamente puede hacer aquello para lo cual le faculta la Ley; 
c)
También se debe señalar, que de acuerdo con los artículos 3º fracciones X y XIV, 4º  fracción IV, 9º, 21, 30 y 34, la firma electrónica avanzada es la única que se equipara a la firma autógrafa, y corresponde al  “…Conjunto de datos y caracteres electrónicos que identifican inequívocamente al  emisor de la misma como autor legítimo de ésta, con valor y efectos jurídicos a los de la firma autógrafa…”, mas no así  la firma digitalizada, y cuyo uso está restringido a mensajes de datos y documento electrónico que está definido como “…Todo soporte que contenga información con caracteres alfanuméricos, en formato de vídeo, imagen, audio, o cualquier otro formato tecnológicamente disponible, que pueda ser transmitido a través de medios electrónicos…”; mientras que el acto impugnado, es una boleta de infracción que consta en un documento impreso, al que el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí denomina “boleta de multa electrónica” en el artículo 3º fracción XII, y “Las boletas de infracción, de multa electrónica…” en el artículo 172, el cual contiene una impresión de una firma digitalizada.
Por lo que es evidente que el acto de Autoridad impugnado no corresponde a las descripciones de la Ley Para la Regulación de la Firma Electrónica Avanzada del Estado de San Luis Potosí, que se refieren a una firma electrónica avanzada y a documentos electrónicos, de manera que al margen de que dicho ordenamiento no fue citado como parte de la fundamentación y motivación del acto impugnado, las disposiciones de la Ley no resultan aplicables al acto impugnado, por tratarse de un documento impreso en oposición al electrónico, y de una firma digitalizada a diferencia de la firma electrónica avanzada que es la única equiparable a la firma autógrafa, y cuyo uso está limitado a documentos electrónicos, conforme a la legislación vigente.

En esas circunstancias, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a los vicios formales del acto impugnado, incluso la falta de fundamentación y motivación, que en el caso se concreta por la falta de firma autógrafa del quien levantó la boleta de infracción requisito de fundamentación y motivación previsto en el artículo 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado, y 171 fracción XI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.
De conformidad con lo dispuesto por el artículo  251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, resulta procedente declarar la  ilegalidad e invalidez, por consecuencia la NULIDAD del acto impugnado, y a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, esta sala Unitaria Procede a dejar las boletas de infracción **********sin efecto legal alguno, y en términos de lo señalado por el artículo 252 del Código Procesal Administrativa para el Estado, se ordena a la autoridad demandada que le haga la devolución al actor de la cantidad total de ********** por pago de infracciones, según consta en los recibos de entero **********expedidos por la Tesorería del Municipio de San Luis Potosí, del veintiuno de febrero de dos mil dieciocho,  documentales que obran en las fojas 10, 12, 14, 16, 18 y 20 del expediente en el que se actúa, las cuales hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.

         En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice.

“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, 37 fracciones I, VI y VII, 52 y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2 párrafo segundo, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:
PRIMERO. El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora probó su acción y en consecuencia se decreta  la  ILEGALIDAD E INVALIDEZ  y  por ende la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado consistente en las boletas  de infracción con folios **********dejándose sin efecto legal alguno por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.
Así, lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa  con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
